

Honorable Cámara de Diputados

                                Provincia de Buenos Aires

EL SENADO Y LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES

SANCIONAN CON FUERZA DE

LEY:

Artículo 1: Modifícase el artículo 14 de la ley 13.927, el que quedará redactado de la siguiente manera: 

“Artículo 14: CONCESIONARIAS DE PEAJE. OBLIGACION. En el ámbito de sus servicios, las concesionarias de peaje, deberán poner en conocimiento de la autoridad de comprobación, en forma inmediata y previo a que el vehículo retome la marcha, sobre aquellos que no se hallan en las condiciones establecidas por la presente ley, del que deberán dejar constancia. 

La autoridad de comprobación procederá a la retención preventiva del vehículo hasta que las condiciones del mismo sean las óptimas para la circulación; en caso que no se pueda realizar el arreglo en el lugar, se podrá retirar el mismo con un vehículo de auxilio”.

Artículo 2: Modifícase el artículo 15 de la ley 13.927, el que quedará redactado de la siguiente manera: 

“Artículo 15: CONCESIONARIAS DE PEAJE. ANIMALES SUELTOS. Las concesionarias de peaje deberán realizar inspecciones periódicas de alambrados y cercos a fin de evitar la presencia de animales sueltos.

Habiéndose verificado irregularidades en los mismos, deberán poner en conocimiento de dicha circunstancia a los propietarios de los predios quienes inmediatamente deberán resolver el problema. Constatada la presencia de animales sueltos se pondrá en conocimiento a la autoridad competente para que proceda a retirar los mismos a fin de brindar seguridad y custodia”.

Artículo 3: Incorpórase el artículo 15 bis a la ley 13.927, el que quedará redactado de la siguiente manera: 

“Artículo 15 bis: CONCESIONARIAS DE PEAJE. CONTROL DE PESO. Las concesionarias de peaje deberán colocar en las rutas sometidas a su explotación balanzas aptas para controlar el peso de los vehículos pesados. 
Cuando las balanzas detectaren que el vehiculo excede los límites de peso establecidos en la normativa vigente, la autoridad de comprobación procederá a su retención conforme lo establecido en el artículo 37 de la presente ley. 
No obstante, el vehículo podrá continuar circulando si el exceso de peso no supera los límites de tolerancia establecidos en la reglamentación de la presente ley, sin perjuicio de que dichas tolerancias no serán tenidas en cuenta para la aplicación de las sanciones previstas en el artículo 27 de la mencionada reglamentación.  

Las balanzas deberán estar aprobadas por la autoridad de comprobación; ésta podrá exigir que  se instalen balanzas “dinámicas” a fin de pesar las cargas sin afectar el tránsito vehicular.  

La cantidad de balanzas, ubicación, características u otros detalles relativos a su implementación, serán determinados por la reglamentación del presente artículo”. 
Artículo 4: Comuníquese al Poder Ejecutivo. 

FUNDAMENTOS

Señor Presidente:

Existe una preocupación generalizada por la circulación de camiones y/o vehículos de carga  con exceso de peso. Tal preocupación es compartida tanto por empresarios y sindicatos del transporte automotor de cargas, así como por las autoridades provinciales y municipales. 

En efecto, el exceso de carga afecta severamente el estado del pavimento de las rutas, disminuye notoriamente la seguridad vial deteriorando seriamente las posibilidades de frenaje y estabilidad de los vehículos, y, en consecuencia, aumentando considerablemente la ocurrencia de siniestros. Asimismo, genera una competencia desleal entre las empresas del sector, impide mejor recaudación impositiva y ocasiona menos trabajo para los transportistas; “un camión que en vez de llevar 45 toneladas, carga 60 u 80, hace dos viajes en uno, precarizando el trabajo de los transportistas”
, sostienen desde la cámara de empresarios. 
Diversos estudios demostraron recientemente la capacidad destructiva que tiene el exceso de peso sobre la carpeta asfáltica; la vida útil, que está prevista para durar en general 13,5 años, se ve reducida a sólo 5 años, o sea, un 63% menos.

En la actualidad, existen numerosas disposiciones relativas al exceso de carga, las cuales se encuentran contenidas en la normativa de tránsito vigente (ver artículo 27 y concordantes de la reglamentación de la ley provincial 13.927, así como los artículos 53, 57 y 58 de la ley nacional de tránsito y el artículo 1 de su decreto reglamentario 79/98). 
Sin embargo, no se establece la exigencia de implementar instrumentos de pesaje que le den operatividad a las metas de control de peso que la legislación pretende alcanzar. 

En una palabra, se establece todo el marco legal para configurar el objeto de sanción, pero no se explica cómo ello será instrumentado que, en definitiva, es la parte que le dará viabilidad a toda la legislación. 
La puesta en marcha de tal objetivo plantea la necesidad de cubrir las rutas con balanzas que controlen el peso de los camiones. Pero, ¿a quién le correspondería invertir el dinero necesario para instalar las balanzas? ¿Le corresponde al Estado o las concesionarias de peaje? ¿O a ambos? 
En principio, ambos están obligados a asegurar que el tránsito se desarrolle en condiciones de seguridad. No obstante, tal obligación se presenta con distinto grado de responsabilidad, en razón de la distinta naturalaza jurídica del vínculo que cada uno de aquéllos mantiene con los automovilistas. 
Así, el deber de seguridad que debe garantizar Estado no proviene de una relación contractual sino del vínculo jurídico de ciudadanía que éste mantiene con la sociedad, lo cual se concreta mediante el poder de policía que ejerce en pos del cumplimiento de la normativa de tránsito. 

En cambio, existe actualmente un amplio cuerpo de jurisprudencia que sostiene que las concesionarias sí mantienen una relación contractual de consumo con los usuarios de las rutas, que las hace asumir la explotación por cuenta y riesgo, siendo una de sus obligaciones principales garantizar que el tránsito circule bajo óptimas condiciones de seguridad. Para ello, tienen la facultad de cobrar peaje, que constituye la prestación que deben observar quienes circulan por las rutas concesionadas.  
Va de suyo que para cumplir con tales condiciones de seguridad es esencial garantizar un pavimento que se encuentre en perfecto estado de conservación, siendo para ello indispensable arbitrar las medidas necesarias que procuren disuadir la circulación con sobrecarga. 
Ese diferente nivel de responsabilidad se ve reflejado en la jurisprudencia actual de la Corte Suprema de Nación. Ésta ha rechazado la responsabilidad del Estado por omisión de control de poder de policía.
 Por el contrario, ha responsabilizado a las concesionarias por no haber adoptado las medidas de prevención y seguridad que se encuentran a su cargo. En esa línea, la Corte sostuvo que “como consecuencia del contrato de prestación de servicio, el concesionario tiene la obligación de prestar un servicio encaminado a mantener el deber de seguridad y las medidas de prevención. La responsabilidad contractual surge del pago del precio. “El usuario paga una suma de dinero como contraprestación de un servicio que percibe el concesionario por el uso del corredor vial y recibe como contraprestación un servicio que consiste en facilitar el tránsito por la carretera, asegurándole una circulación normal, libre de peligros y obstáculos, de forma que pueda arribar al final del trayecto en similares condiciones a las de su ingreso”.
 
Es cierto que parte de la doctrina y algunos fallos judiciales (ya un tanto lejanos en el tiempo), afirman que no existe distinción entre la responsabilidad del Estado y la de las concesionarias. El argumento esgrimido por este sector es que la concesionaria vial no debe asumir frente al usuario, por la delegación de funciones propias de la concesión, derechos o deberes mayores a los que corresponden al ente concedente. 

De todos modos, pareciera que tal posición hoy ha perdido solidez en virtud de los cambios jurisprudenciales acaecidos. Actualmente, prevalece la teoría que le asigna a la concesionaria una relación con el usuario distinta que la del concedente (el Estado); como se señala más arriba, tal relación es de consumo y naturaleza contractual, con base en el derecho privado. La obligación de seguridad constituye la prestación de la empresa concesionaria, y “consiste en proveerle al usuario todo aquello que le asegure que la ruta estará libre de peligros y obstáculos y que transitará con normalidad”.

En virtud de la explicación jurídica que se viene de exponer, se torna indispensable que, al menos en las rutas concesionadas en donde los usuarios deben pagar un precio para circular, se exija la implementación de balanzas que controlen los pesos máximos requeridos por la normativa vigente, a fin de asegurar la conservación de un pavimento en óptimas condiciones. 


En lo respecta al contexto legislativo en el que se enmarca el proyecto, cabe indicar que el título V de la ley 13.927 (de tránsito Provincial), denominado “concesionarias de peaje”, contiene dos artículos que establecen obligaciones a cargo de las concesionarias. 

El primero (artículo 14), dispone la obligación de poner en conocimiento de la autoridad de aplicación aquellos vehículos que no se encuentran en condiciones de circular. El segundo (artículo 15), se refiere a ciertos recaudos que aquéllas deberán adoptar para evitar la presencia de animales sueltos. 

En consecuencia, resulta pertinente incorporar la disposición que se impulsa en el mencionado título. 
Por otro lado, no parece apropiada la terminología “concesionarias de peaje provinciales” utilizada en los epígrafes de los artículos 14 y 15. Sería más apropiado hablar de “concesionarias de peaje a cargo de la explotación de las rutas que atraviesan el territorio provincial”, o simplemente “concesionarias de peaje”. El motivo de tal observación es que la actual terminología podría excluir involuntariamente dos situaciones: el de la concesión de las rutas nacionales que atraviesan la Provincia, y el de las rutas provinciales cuya concesión esté a cargo de una empresa concesionaria con asiento afuera de la Provincia. 
Por lo tanto, y dado que las empresas concesionarias constituyen los sujetos obligados por el presente proyecto, se impone establecer una terminología unívoca que evite cualquier ambigüedad en torno a la definición del concepto. Así, se modifican las denominaciones de los epígrafes y textos de los artículos 14 y 15, quedando éstos, así como también el artículo que se incorpora, con la denominación unificada “concesionarias de peaje”. 
Otro aspecto que merece ser subrayado es la voluntad política demostrada por las autoridades del Ejecutivo Provincial para efectuar el pesaje de camiones. Prueba de ello es que, recientemente, y por orden del Gobernador, se adquirieron balanzas y formularon fuertes operativos de control.
 Por su parte, desde el Ministerio de Economía se manifestaron favorablemente a la idea de extremar los controles de la circulación, ya que el sobrepeso del tránsito pesado, además de destruir la carpeta asfáltica, atenta contra la recaudación impositiva. 
Asimismo, el proyecto atribuye a la autoridad de comprobación la facultad de determinar cómo deben ser las balanzas. Sería deseable que la autoridad exigiera la implementación de balanzas dinámicas por todas las ventajas prácticas que éstas aparejan, en especial la ventaja de no afectar la circulación. 

En tal sentido, es oportuno señalar que el INTI de Córdoba viene de desarrollar una balanza dinámica nacional. Por lo tanto, en caso de ser necesario, las concesionarias podrán optar entre las balanzas importadas y las desarrolladas por el INTI- Córdoba. 
Sin embargo, y con el fin de evitar dificultades en su implementación, la iniciativa no fija taxativamente los tipos de balanza que deben ser adquiridas, sino que lo deja al arbitrio de la autoridad de comprobación. Por la misma razón, las demás cuestiones operativas también se dejan a cargo de la reglamentación del artículo. 
En suma, resulta indispensable contar en el plazo más breve posible, con una red de balanzas que permita controlar eficaz y efectivamente el peso del tránsito pesado. El estado del pavimento y la seguridad de todos, están en juego. 
Es por lo expuesto que solicito el voto afirmativo de los Sres. Legisladores al presente proyecto de ley.
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